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PRESCRIPCIÓN EN MATERIA CIVIL. EL CÓMPUTO DEL PLAZO PARA QUE OPERE CON RESPECTO AL EJERCICIO DE LA ACCIÓN, SE INTERRUMPE CON LA SOLA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA Y NO HASTA QUE SE LOGRA EMPLAZAR A LA PARTE DEMANDADA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO)
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RESUMEN:

Dos personas demandaron por la vía ordinaria civil a una empresa el cumplimiento de varias prestaciones. El Juez de origen condenó a la demandada, decisión que fue revocada por el Tribunal de apelación quien absolvió a la empresa tras considerar que se actualizó la figura de prescripción de la acción, en términos del artículo 7,480, fracción I, del Código Civil del Estado de México.

En desacuerdo, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el que reclamó la inconstitucionalidad del precepto referido, conforme al cual el cómputo del plazo para la prescripción de una acción se interrumpe hasta la notificación de la demanda, y no después de haberla presentado. El Tribunal Colegiado que conoció del caso negó la protección constitucional, resolución contra la cual el quejoso interpuso recurso de revisión.

En su fallo, la Primera Sala reconoció la constitucionalidad del artículo 7.480, fracción I, del Código Civil para el Estado de México, el cual dispone que el plazo de prescripción para la extinción de una obligación —prescripción extintiva— se interrumpe por la notificación de la demanda en la que se exija su pago.

Lo anterior, a partir de la interpretación sistemática y conforme de dicho precepto con el principio pro persona, el derecho a la tutela judicial efectiva y el propio ordenamiento al que pertenece, en términos de la cual la interrupción del plazo de prescripción debe considerarse actualizada desde la presentación de la demanda, cuando se susciten ciertos acontecimientos que demoren practicar la notificación de la demanda y estos no puedan ser imputables al accionante.





ANTECEDENTES:

En el caso, dos personas demandaron por la vía ordinaria civil a una empresa el cumplimiento de varias prestaciones. El Juez de origen condenó a la demandada, decisión que fue revocada por el Tribunal de apelación quien absolvió a la empresa tras considerar que se actualizó la figura de prescripción de la acción, en términos del artículo 7,480, fracción I, del Código Civil del Estado de México.

Inconforme, la parte actora promovió juicio de amparo directo en el que reclamó la inconstitucionalidad del precepto referido, conforme al cual el cómputo del plazo para la prescripción de una acción se interrumpe hasta la notificación de la demanda, y no después de haberla presentado.

En su demanda, el quejoso afirmó que dicha sujeción violenta sus derechos, ya que el tiempo en que se lleva a cabo la posible notificación y emplazamiento a juicio no depende en nada del acreedor, sino por el contrario están relacionados con diversos factores en los cuales, legalmente, el acreedor no puede intervenir. El Tribunal Colegiado del conocimiento negó la protección constitucional solicitada, decisión contra la cual la parte quejosa interpuso un recurso de revisión.

DECISIÓN DE LA SALA:

Al resolver el asunto, la Primera Sala reconoció la constitucionalidad del artículo 7.480, fracción I, del Código Civil para el Estado de México, el cual dispone que el plazo de prescripción para la extinción de una obligación —prescripción extintiva— se interrumpe por la notificación de la demanda en la que se exija su pago.

Lo anterior, a partir de la interpretación sistemática y conforme de dicho precepto con el principio pro persona, el derecho a la tutela judicial efectiva y el propio ordenamiento al que pertenece, en términos de la cual la interrupción del plazo de prescripción debe considerarse actualizada desde la presentación de la demanda, cuando se susciten ciertos acontecimientos que demoren practicar la notificación de la demanda y estos no puedan ser imputables al accionante.

Al respecto, la Primera Sala reflexionó que la lectura aislada del artículo referido violenta la esfera jurídica de la parte accionante que actúa dentro de los juicios en donde opera esa figura, pues con ello se genera que la prescripción no se interrumpa con la sola presentación de la demanda, lo que desconoce su voluntad de hacer efectivo el derecho de acción e incluso la intención de fijar la litis y dar causa al procedimiento.

Por ello, la Sala concluyó que, atendiendo a la interpretación más favorable al acceso a la jurisdicción y en aras de salvaguardar el derecho de la accionante a no prescribir su acción, el precepto analizado debe ser entendido en conjunto con el diverso numeral 7.488 de la misma legislación civil, en términos del cual, son aplicables de forma supletoria a la prescripción extintiva las disposiciones relativas a la prescripción positiva (usucapión), así como con el artículo 5.139, que prevé que el plazo para que la parte actora pueda ejercer su derecho de acción se interrumpirá con la mera interposición de la demanda o interpelación; de manera que la prescripción de las acciones civiles se interrumpe con la sola presentación de la demanda, y no hasta que se logra emplazar a la parte demandada.

Estimar lo contrario implicaría una vulneración a los derechos de la parte actora pues la diligencia de notificación es un acto procesal que le corresponde a los tribunales, una vez iniciada la contienda judicial.

Esto, a menos que la parte accionante incurra en descuidos o faltas procesales, como no señalar el domicilio del demandado o incumplir con los requisitos de forma para la presentación del escrito inicial de demanda, en cuyo caso el retraso en el emplazamiento le será atribuible, lo que generaría volver a computar el plazo de prescripción de manera completa a partir de la última gestión judicial impulsada por el accionante y no la caducidad del proceso, debido a que esta sólo puede actualizarse una vez emplazada la parte demandada.

Esta decisión, es consistente con el criterio sostenido por el Alto Tribunal en el que se ha reconocido que, en asuntos en materia mercantil, civil e incluso laboral, la falta o demora del emplazamiento no puede ser una condicionante para que la figura de la interrupción prescriptiva se estime actualizada, una vez ejercido el derecho de acción.

VOTACIÓN:

El asunto fue resuelto en sesión de la Primera Sala del 28 de junio de 2023, por unanimidad de cinco votos de la Señora Ministra Ana Margarita Ríos Farjat, quien se aparta de los párrafos ochenta y siete al noventa y dos, así como del ciento seis de esta resolución, y de los Señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, quien está con el sentido, pero se reserva su derecho a formular voto concurrente, Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Jorge Mario Pardo Rebolledo (Presidente).

	DOCUMENTO CON FINES DE DIFUSIÓN. LAS ÚNICAS FUENTES OFICIALES SON LAS SENTENCIAS EMITIDAS POR LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, ASÍ COMO EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN Y SU GACETA.
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